[image: image1.jpg]




13 

  Foja 7
[image: image2.jpg]


Exp.811/2025-2 


TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
SEGUNDA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 811/2025-2
PARTE ACTORA: 

**********

AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECTOR GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO; SUBDIRECTOR DE CONTROL TRIBUTARIO DE LA DIRECCIÓN DE RECAUDACIÓN Y POLÍTICA FISCAL DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO; Y LA C. ********** NOTIFICADORA-EJECUTORA DE LA SECRETARIA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO
MAGISTRADA:

MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

OSCAR TORRES HERRERA 

San Luis Potosí, San Luis Potosí, a ocho de julio de dos mil veintiséis.
V I S T O,  para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 811/2025-2 promovido por. **********contra actos emitidos por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; Subdirector de Control Tributario de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; y la C. **********, notificadora-ejecutora de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado.

R E S U L T A N D O

I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el dieciséis de julio de dos mil veintisiete, el C. **********en su calidad de ********** promovió demanda de Juicio Contencioso Administrativo contra actos emitidos por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; Subdirector de Control Tributario de la Dirección de Recaudación y Política Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado; y la C. **********, notificadora-ejecutora de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, por los actos y pretensiones que a continuación se precisan:
“La Resolución ********** del 26 veintiséis de mayo de 2025 dos mil veinticinco, emitida por el Mtro. ********** en su carácter de Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y en consecuencia el acta de requerimiento de pago practicada el día 04 cuatro de abril de 2025 dos mil veinticinco, misma que proviene del Mandamiento de ejecución fechado del 03 tres de marzo del mismo año, por el pago de una multa por la cantidad de $6,512.40 (seis mil quinientos doce pesos 40/100 m.n.), asi como de los gastos de ejecución, por el importe de $566.00 (quinientos sesenta y seis pesos 00/100 M.N.), en el que tunge como dependencia emisora de aquella, el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje de San Luis Potosí, dentro del expediente **********.”

II.- Por auto de fecha quince de agosto de dos mil veinticinco, se tuvo por admitida la demanda, ordenándose correrle traslado a la autoridad demandada, para que contestara lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibieran las pruebas que estimara pertinentes.
III.- Por auto de fecha diecisiete de septiembre de dos mil veinticinco, se tuvo al Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, en representación de las autoridades demandadas, por contestando la demanda, por lo que se ordenó correrle traslado a la parte actora.

Así mismo, con fundamento en los artículos 69 fracción II, y 70 tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tuvieron ofrecidas las pruebas ofrecidas en el escrito de demanda y contestación de la misma.

Por otra parte se señalaron las trece horas del ocho de octubre de dos mil veinticinco, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
IV.- En la fecha y hora señaladas, se llevó a cabo la audiencia final, sin la asistencia de la partes, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las que así lo ameritaron, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que fueron formulados únicamente por la parte actora. Finalmente, se citó para resolver.
C  O  N  S  I  D  E  R  A  N  D  O
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción III, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La personalidad del C. **********, quien comparece como Subdirector de Asuntos Jurídicos y Derechos Humanos de Servicios de Salud de San Luis Potosí, quedo debidamente  justificada con el nombramiento expedido a su favor, mismo que obra a foja 16 del expediente en el que se actúa.

Así mismo acreditó su interés jurídico conforme a lo dispuesto por el artículo 231 del Código Procesal Administrativo, al acompañar, el acto impugnado consistente en la resolución del recurso de revocación número **********, mismo que se encuentra a su nombre; documental que obra a fojas de la 53 a la 55 del expediente en el que se actúa.

Tocante a la autoridad demandada, compareció a dar contestación a la demanda el Mtro. **********, en su carácter de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, y en representación de las autoridades demandadas, quien para acreditar la calidad del cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 98 del expediente en que se actúa.

Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad de la resolución del recurso de revocación número **********, emitida por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado de San Luis Potosí.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido se tiene que la autoridad demandada, al momento de producir su contestación de demanda hace valer dos causales de improcedencia, mismas que se estudian de manera conjunta por estar relacionadas entre sí, en las cuales medularmente refiere que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción III del artículo 228 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y por consiguiente, el sobreseimiento del juicio de acorde con el  numeral 229 fracción II de dicha disposición legal, ello en virtud de que el recurso de revocación interpuesto por la parte actora es en contra del mandamiento de ejecución, acta de requerimiento de pago y acta de embargo, mismas que no  fueron realizadas, por lo que no se llevó a cabo el procedimiento administrativo de ejecución y como consecuencia, no se le embargaron o sustrajeron bienes a nombre de la demandante, resultando improcedente el juicio, ya que no se afectaron los intereses jurídicos de la demandante.
A juicio de esta Segunda Sala Unitaria, la causal de sobreseimiento hecha valer por la autoridad demandada resulta ser infundada, ello en virtud, de que contrario a lo que manifiesta, la resolución del recurso del recurso de revocación, se encuentra dentro de los actos en los que se puede promover el juicio contencioso administrativo, ya que se trata de una resolución administrativa que pone fin a un procedimiento, de acuerdo a lo previsto por el artículo 7 fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí.
Por otra parte, se debe de hacer mención, que de acuerdo a lo que ordena el artículo 228 último párrafo del citado Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y no advirtió que en la especie se actualice causal de improcedencia alguna, por lo que en seguida se procede al estudio de los conceptos de impugnación.

QUINTO.-  Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se localizan a fojas de la 08 a la 13 del expediente en que se actúa, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito; publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia  TCC,  del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.-  El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.- “

SEXTO.- De conformidad con lo establecido en el artículo 252, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, la suscrita Magistrada procede al estudio del primero y segundo concepto de impugnación que hace valer el impetrante en su escrito inicial de demanda, ello en virtud de estar relacionados entre sí, en los que medularmente hace valer que la autoridad emisora al emitir el acto impugnado vulnera la garantía de fundamentación.

Que existe una evidente falta de congruencia externa en el procedimiento seguido en forma de juicio en contra de su representada, pues tanto al inicio de aquel como en el desarrollo de mismos, este fue fundamentado en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, hasta el momento en que la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, emitió la resolución impugnada, en la que se avocó a desechar el Recurso Administrativo de Revocación que fue presentado el dieciséis de mayo de dos mil veinticinco.

Que resulta evidente la falta de congruencia externa, al momento de emitir la resolución impugnada, pues altera la fundamentación y trastoca el ordenamiento que desde su origen ha regulado el procedimiento en contra de su representada, por lo que dicha resolución carece de congruencia externa al ser fundamentada bajo un distinto ordenamiento legal.

Que la indebida fundamentación que se le atribuye a la resolución impugnada, se debe que al momento de resolver la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, lo realiza con fundamento en el Código Fiscal de la Federación, resultando inaplicable al contenido, toda vez que el asunto de que se trata es de competencia Estatal, pues quien funge como dependencia emisora de la referida multa es el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje de San Luis Potosí, pues solicitó la intervención de la Secretaria de Finanzas de Gobierno del Estado, para acceder a su ilegal ejecución.
Que debido a lo anterior queda en evidencia que es una regulación estatal, por ello es vital mencionar que el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí se encuentra totalmente regulado el desarrollo del Recurso Administrativo de Revocación presentado por su representada, es decir, contiene la previsión necesaria para que la Secretaria de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, se encuentra en aptitud de resolver el Recurso Administrativo de Revocación con fundamento en el Código Fiscal del Estado, según se establece en sus numerales 169 y 172.
Que en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, se encuentra regulado de forma clara y precisa el Recurso de Revocación en cuanto a los supuestos en los que procede, el plazo para la interposición y ante quien habrá de llevarse a cabo, extremo que debió de tomarse en cuenta al momento de que se resolviera en torno a su admisión y substanciación, caso contrario ilegalmente se pronunció decretando su desechamiento amparado en el Código Fiscal de Federación.
Que en ningún momento invoca que dicho fundamento en el Código Fiscal de la Federación sea de manera supletoria, siendo que aún en el caso de que así lo hubiera hecho, esto sería improcedente pues esta figura opera cuando una ley específica no regula completamente un tema, o cuando es necesario interpretar sus disposiciones de manera más clara y se recurre a otra ley para completar o aclarar la primera siendo que en el caso en particular la regulación del Recurso de Revocación en el Código Fiscal del Estado es completa.

A juicio de la suscrita Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria, los conceptos de impugnación en estudio, resultan ser  fundados y por lo tanto, suficientes  para declarar la ilegalidad y nulidad de la resolución impugnada; en virtud de las consideraciones que a continuación se exponen.

Se califica de fundado el argumento en reseña dado que el accionante controvierte un elemento fundamental de la legalidad de un acto de autoridad
, a saber la fundamentación y motivación de los actos de autoridad.

En principio, no debe perderse de vista que conforme a lo previsto en los artículos 16 primer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento, de ahí que todo acto dictado en agravio de los particulares deberá emitirse por autoridad dotada de competencia legal para ello.
 
Por tanto, en toda actuación de las autoridades administrativas, debe privilegiarse el derecho fundamental del gobernado a la certeza o seguridad jurídica, lo que significa, que tenga conocimiento en todo tiempo quién es la autoridad que lo está molestando, lo cual, indefectiblemente, lo sabrá en la medida que ésta se identifique debidamente, aspecto que encuentra su fundamento en el artículo 16 de la Constitución Federal, pues este numeral se refiere a la competencia y límites fijados para la actuación de los órganos del Estado frente a los particulares, como una garantía constitucional consagrada a favor de éstos, la que se vincula con el contenido del artículo 14 de la Ley Suprema de la Unión y que obliga a que los actos privativos de derechos que se emitan por las autoridades, deberán sujetarse a las formas previstas por la ley que al efecto se expida, debiendo de estar debidamente fundados y motivados.
 
En conclusión, las garantías de legalidad y seguridad jurídica contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, tienen el alcance de exigir que todo acto de autoridad, ya sea de molestia o de privación a los gobernados, deba emitirse con la debida fundamentación y motivación.

Así, se tiene entonces que todo acto de molestia, que se dé a conocer a los particulares, a efecto de que sea legal, debe cumplir entre otros requisitos, con la debida fundamentación y motivación. 

Establecido lo anterior, en el acto impugnado consistente en la resolución de fecha veintiséis de mayo de dos mil veinticinco, mediante el cual el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas desecha por improcedente el recurso de revocación interpuesto por la parte actora, fundando dicha actuación en el Código Fiscal de la Federación, resultando pertinente realizar la transcripción en la parte que nos interesa:

“En términos de lo dispuesto en el  los artículos 116, 117, primer párrafo, fracción II, inciso b); 121, 127, 130, 131, 132 y 133, primer párrafo, fracción I, todos del Código Fiscal de la Federación, y una vez analizadas las pruebas exhibidas y demás constancias que obran dentro del respecto del expediente del crédito fiscal recurrido, esta Dirección considera que en el presente asunto se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 124, fracción IV, del Código Fiscal de la Federación, por lo que es de desecharse y se desecha el presente recurso administrativo por notoriamente improcedente, en relación con los diversos numerales 127 y 133 fracción I, del mismo ordenamiento legal, de acuerdo a los siguientes: …”
De lo anteriormente transcrito, se desprende que la autoridad demandada procede a desechar el recurso de revocación interpuesto por la parte actora, fundamentando dicha actuación en el Código Fiscal de la Federación; sin embargo tal y como se manifiesta en el escrito inicial de demanda, el origen del procedimiento administrativo de ejecución fue determinado por el Tribunal de Conciliación y Arbitraje del Estado de San Luis Potosí; es decir, por una autoridad estatal.
En ese sentido, se tiene que la resolución impugnada debió de resolverse con la normativa que le corresponde, es decir, el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por lo que al no realizarse así, se procede a declarar su ilegalidad e invalidez.
En consecuencia, con fundamento en los artículos 250, fracción II, 251 y 252
, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la nulidad lisa y llana del acto impugnado, por lo que la autoridad demandada deberá de dictar un nuevo acto debidamente fundado y motivado, en donde con libertad de jurisdicción determine la procedencia o improcedencia del recurso de revocación presentado por la parte actora, ello tomando en cuenta que el ordenamiento aplicable al caso lo es el Código Fiscal del Estado.
En virtud de todo lo anterior, esta Juzgadora se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes argumentos expresados por la parte actora en su escrito inicial de demanda, toda vez que cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo.
Encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:
“CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 7º, fracción I, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, 217, 248, 249 y 250, fracción II, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:
PRIMERO.- La Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- Se declara la ilegalidad, invalidez y nulidad del acto impugnado; de acuerdo con las consideraciones fundamentos y efectos expuestos en el Considerando Sexto de ésta Sentencia.
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y por correo a la autoridad demandada.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 252…


…


Cuando se hagan valer diversas causales de ilegalidad, la sentencia de la Sala deberá examinar primero aquéllas que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana.”





� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:





I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…”


 �“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. (…)”


� “Articulo 14. (…)Nadie podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento y conforme a las Leyes expedidas con anterioridad al hecho.”





� “ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales:





II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;


…”


ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.





En los juicios en que se reclame la indemnización en los términos de la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en la sentencia se determinará, en su caso, la existencia de responsabilidad patrimonial a cargo de la entidad demandada, y el derecho del reclamante a la indemnización, fijándose el monto que ha de pagarse, conforme a los lineamientos de esa Ley.





ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca.


…”





